
 

 
 

INICIATIVA QUE EXPIDE LA LEY GENERAL DE DESARROLLO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS, 

A CARGO DEL DIPUTADO TEÓFILO MANUEL GARCÍA CORPUS, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PRD 

El suscrito, Teófilo Manuel García Corpus, diputado de la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión de los 

Estados Unidos Mexicano por el Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en los artículos 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción I, numeral 1, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta honorable asamblea la siguiente 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley General de Desarrollo de los Pueblos Indígenas, 

al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Además de la discriminación, la problemática que más afecta a los individuos, comunidades y pueblos 

indígenas de nuestro país, es la pobreza y la falta de oportunidades de trabajo, cultura, salud, educación y acceso 

al bienestar social y al desarrollo integral. 

Con base en la Encuesta Intercensal 2015, la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 

estima que la población indígena la constituyen 12 millones 25 mil 947 personas
1
, cantidad que significa 10.1 

por ciento de la población total del país. 

Por su parte, el Consejo Nacional para la Evaluación de la Política Social (Coneval) en su boletín de prensa del 

9 de agosto del presente año
2
, revela que en 2016: 

• 71.9 por ciento de la población indígena, es decir, 8.3 millones de personas, se encontraban en situación de 

pobreza; 

• 3.2 millones de personas indígenas (28.0 por ciento) presentaban tres o más carencias sociales y no tenían la 

capacidad económica de adquirir la canasta básica, lo que los colocó en una situación de pobreza extrema; 

• 71.3 por ciento del total de la población indígena, con al menos un empleo, ganaba hasta un salario mínimo; 

• Mientras que el porcentaje de pobreza extrema de los hombres urbanos que no son indígenas es de 4 por 

ciento, 45 por ciento de las mujeres indígenas en zonas rurales estaban en situación de pobreza extrema; 

• 31.6 por ciento presentaba rezago educativo y poco más de 50.3 por ciento contaba como máximo con la 

primaria completa; 19.8 por ciento de la población indígena entre los 30 y 64 años, no sabía leer ni escribir, 

mientras que sólo 4.3 por ciento de la no indígena se encontraba en la misma situación; 

• Las diferencias entre mujeres y hombres son todavía más agudas, dado que la tasa de alfabetización es de 

86.3 por ciento para hombres y de 76.5 por ciento para el segundo caso; 

• Los indígenas son los más afectados en términos de prevalencia de inseguridad alimentaria moderada o 

severa, situación asociada a las condiciones de exclusión social, política y económica en la que se han 

encontrado inmersos históricamente. En 2016, más de 30 por ciento de ellos presentaban carencia de acceso a 

la alimentación; 

• La carencia por acceso a la seguridad social es el principal derecho no cumplido en la población mexicana; 

el acceso al mismo es aún más reducido en la población indígena: de acuerdo con las estimaciones de 2016, 



 

 
 

77.6 por ciento de este grupo (8.9 millones de personas) no contaba con seguridad social. Es decir, carecen de 

protección ante eventos como el desempleo, la enfermedad, la invalidez y la muerte; 

• Respecto al acceso a los servicios de salud, 15.1 por ciento de los indígenas presentaron esta carencia, lo la 

cual se traduce en una situación de vulnerabilidad, pues cuando las personas no tienen acceso a los servicios 

de salud oportuno y efectivo, el costo de la atención de una enfermedad o accidente puede vulnerar el 

patrimonio familiar o incluso, su integridad física; 

• La segunda carencia con mayor repercusión dentro de la población indígena es la de servicios básicos en la 

vivienda, ya que 56.3 por ciento carecía de estos en 2016. La falta de drenaje y agua dentro de la vivienda, la 

permanencia en el uso de leña y carbón para cocinar, así como la prevalencia de pisos de tierra, continúan 

siendo parte de la vida cotidiana de estas comunidades; 

El Coneval concluye que la población indígena no sólo presenta niveles de pobreza altos, sino que, en 

comparación con el resto de la población, las brechas de desigualdad mantienen a este grupo rezagado y con 

pocas oportunidades de desarrollo..., sin importar la variable que se elija, registra rezagos importantes respecto 

al resto de la población. La marginación y precariedad se agravan cuando, además de indígena, es mujer o es 

adulto mayor. 

Ya en 2010 el documento Índice de Desarrollo Humano de los Pueblos Indígenas de México, estimó que el 

índice de desarrollo humano para la población indígena (0.68) es menor que el de la población no indígena 

(0.76), al grado que existen municipios indígenas con índices inferiores a los de los municipios de menor índice 

del continente africano, situación que, a la fecha no ha cambiado. 

Asimismo, al comparar estos mismos datos con las metas que se propuso el Programa Especial de los Pueblos 

Indígenas 2014-2018, se concluye que no se avanzó significativamente en mejorar las condiciones de vida de la 

población indígena. 

En resumen, las cifras que, en cualquiera de los indicadores busquemos, son reveladoras de las graves 

condiciones de desigualdad, marginación y discriminación a que se encuentra sometida esta parte de nuestra 

población, no obstante ser la heredera y portadora de nuestro origen, nuestra cultura y nuestro ser como 

individuos y como nación. 

Lo anterior es indicativo de que el enfoque de desarrollo para los pueblos indígenas que el gobierno ha 

impulsado es incongruente con las prácticas culturales y tampoco ha promovido la participación de estos 

pueblos y comunidades como reiteradamente éstos lo han demandado y como lo han recomendado los informes 

de los relatores especiales del sobre los derechos de los pueblos indígenas del Consejo de Derechos Humanos 

de la ONU en sus visitas a México en los años 2003 y 2017; particularmente, en el último informe, la relatora 

Victoria Tauli-Corpuz
3
 , señala y recomienda entre otros aspectos lo siguiente: 

• La situación actual de los pueblos indígenas en México refleja la considerable brecha existente entre la 

realidad jurídica, política e institucional y los compromisos internacionales asumidos por el país. Dicha 

brecha sigue creciendo, en particular debido al impulso del modelo de desarrollo promovido por la reforma 

energética, que tiene un impacto significativo en los territorios indígenas. Un desarrollo sostenible requiere 

un enfoque de derechos humanos. 

• Se recomiendan diálogos en condiciones de igualdad entre los pueblos indígenas y autoridades de gobierno 

sobre el concepto de desarrollo que conduzcan a la adopción de decisiones conjuntas sobre el desarrollo en 

territorios indígenas. Las propuestas de desarrollo de los pueblos indígenas deben tener prioridad en sus 



 

 
 

territorios. Al respecto, deben tenerse en cuenta las circunstancias y necesidades particulares de los pueblos 

originarios e indígenas residentes en centros urbanos. 

• Se deben promover y fortalecer los sistemas de autonomía y autogobierno indígena, incluyendo sus 

sistemas jurídicos, incluido con la provisión de los medios para financiar dichas funciones autónomas, 

conforme al artículo 4 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

• 111. Se recomienda el establecimiento de canales de diálogo, coordinación y colaboración entre las 

instituciones autonómicas indígenas, como las policías comunitarias, juzgados indígenas, juntas de buen 

gobierno y municipios autónomos, y el Gobierno en todas las áreas de interés mutuo. 

Cabe señalar que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo segundo establece el 

reconocimiento de los derechos colectivos de los Pueblos y Comunidades Indígenas, diferenciándose, en el 

apartado A, los referentes al ejercicio de su libre determinación y en consecuencia a la autonomía para mantener 

y fortalecer las instituciones que conforman su cultura, y en el apartado B, las obligaciones del Estado para 

diseñar e impulsar políticas públicas que contribuyan a superar las desigualdades que les caracterizan. 

Como se ha demostrado, lo que se ha negado, en la práctica, a los pueblos indígenas, es el derecho a su 

desarrollo y al disfrute de la riqueza natural y social de que son dueños y portadores. 

La emergencia de los pueblos indígenas como sujetos de derechos colectivos, no solo en nuestro país, sino 

también en el contexto internacional, nos enfrenta al reto de reconocer que sus derechos requieren ser 

plasmados en nuestro marco jurídico para que puedan garantizarse; pero eso no es suficiente, también se 

necesita reformar las instituciones y ofrecer instrumentos para que esos derechos puedan ejercerse. Entre ellos 

el derecho al desarrollo. 

No partimos de cero en este aspecto. En nuestra historia tenemos los ejemplos de lo que se ha hecho, pero 

también un reflejo de lo que falta por hacer. El Estado que se construyó después de la revolución mexicana 

diseño y ejecutó una política, el indigenismo, con instituciones y programas específicos para atender las 

necesidades de los pueblos indígenas. 

Hay que reconocer que las políticas aplicadas desde hace décadas se han agotado, porque la evolución de la 

vida del país y de los pueblos indígenas también, nos sitúa hoy en otra realidad. Si antes se pensaba que sacarlos 

de la pobreza para integrarlos a la sociedad nacional era el camino adecuado, hoy lo que los pueblos demandan 

es respeto a ser ellos mismos y, diseñar y construir su futuro, de acuerdo con sus condiciones específicas y sus 

aspiraciones. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ya establece algunas disposiciones, sobre la 

participación de los pueblos y comunidades indígenas en la planeación del desarrollo y en la definición de las 

políticas públicas para su atención. Estas disposiciones, a lo más que han llegado es a ofrecer una limitada 

oferta institucional que para acceder a ella se deben cumplir condiciones diseñadas desde el gobierno que sólo 

atienden pequeñas necesidades individuales o de grupo, pero con poco efecto para promover el ejercicio pleno 

de los derechos colectivos de los pueblos y comunidades indígenas consagrados constitucionalmente y, 

particularmente el relativo a su desarrollo. Ese es el vacío que la Lay General de Desarrollo de los Pueblos y 

Comunidades Indígenas que hoy presentó ante este pleno, pretende subsanar. 

Esta iniciativa tiene como objeto que, a mediano plazo, los pueblos indígenas puedan establecer las condiciones 

para reconstituirse como entes autónomos, con capacidades para impulsar y fortalecer sus estructuras 



 

 
 

económicas y sociales y, con ello, poder participar, en condiciones de equidad, y contribuir a enfrentar los retos 

y acceder a las oportunidades del progreso nacional. 

La iniciativa de ley consta de siete capítulos: 

Uno sobre disposiciones generales. Ahí se establece: La naturaleza y alcance de la ley; el derecho de los 

pueblos indígenas a diseñar y ejecutar las acciones para su desarrollo; la obligación del Estado para apoyar ese 

proceso; y los principios que deberán prevaler en la relación entre los pueblos y las autoridades. 

El segundo capítulo define y regula los sujetos del desarrollo. En la ley se reconoce que estos son los pueblos y 

comunidades indígenas, porque justamente son los nuevos sujetos de derecho. Se determina que los pueblos y 

las comunidades indígenas podrán formular y gestionar sus programas de desarrollo directamente o a través de 

organismos específicos que ellos mismos constituyan, como son comités o consejos de desarrollo. También se 

establecen los derechos y obligaciones de las comunidades, de los comités y consejos de desarrollo, lo mismo 

que las obligaciones de cada uno de los tres niveles de gobierno. 

En el tercer capítulo se establece la forma en que deberán integrarse los comités y consejos de desarrollo, 

teniendo como base el reconocimiento de su autonomía y por lo mismo su derecho a hacerlo conforme a sus 

propios sistemas normativos. También se definen las funciones de los comités y los consejos de desarrollo, así 

como los instrumentos para su reconocimiento y la obligación de las autoridades gubernamentales de 

reconocerlos. 

El capítulo cuarto se refiere a la planeación del desarrollo indígena. En él se establece que las comunidades y 

pueblos indígenas, directamente o a través de sus comités o consejo de desarrollo, formulen y ejecuten su 

proceso de planeación, definiendo sus prioridades de desarrollo y las formas de llevarlos a cabo. Los tres 

niveles de gobierno tendrán la obligación de considerar los contenidos y prioridades de los indígenas, en sus 

planes y programas de desarrollo, y programar el gasto de tal manera que puedan llevarse a cabo. No se trata de 

un tema totalmente nuevo. Ese es el espíritu que permea nuestro Sistema Nacional de Planeación Democrática, 

lo mismo que en la Ley de Planeación. Además, el Estado Mexicano se ha comprometido en el ámbito 

internacional a legislar y a establecer las políticas públicas en apoyo a que sean los propios pueblos indígenas 

los que diseñen y gestionen su propio desarrollo, de acuerdo con sus necesidades y el futuro que quieran 

construir. 

El siguiente capítulo regula la programación. Las disposiciones propuestas buscan asegurar que en los 

presupuestos de egresos que formulan los gobiernos federales, estatales y municipales se establezcan las 

partidas presupuestales suficientes para garantizar el apoyo al desarrollo de los pueblos y comunidades 

indígenas. Además, en el ámbito federal, las partidas presupuestales y sus montos para este fin y para atender lo 

que se ordena en el Apartado B del artículo 2o. Constitucional, deberán de consignarse en un Ramo General que 

se denominará Erogaciones para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas que manejará cada entidad responsable, 

con la participación de la Comisión Nacional de Desarrollo de los Pueblos Indígenas. 

El capítulo sexto de la ley plantea que los pueblos y comunidades indígenas participen también en las etapas de 

seguimiento y evaluación del desempeño de sus programas de desarrollo, a través de los comités y consejos de 

desarrollo porque son ellos los que mejor conocen las oportunidades y obstáculos que tuvieron que enfrentar en 

los procesos de planeación y ejecución de los programas. 

Finalmente, la ley prevé un capítulo de infracciones y sanciones. En él se establece que las conductas de los 

funcionarios públicos que se desvíen de lo dispuesto en la ley y por ello constituyan faltas administrativas o 

delitos, sean evaluadas y, en su caso, sancionadas conforme a las disposiciones respectivas. Lo anterior porque 



 

 
 

se considera que los funcionarios públicos no tienen derecho alguno a aprovecharse de su encargo para 

beneficio propio, y menos afectando al erario público y a la población que más necesidad tiene de un 

desempeño eficiente y honesto de los servidores públicos. 

Compañeras y compañeros diputados: Hoy después de 208 años de vida independiente de México y próximos a 

conmemorar 108 años del inicio de la primera revolución social del siglo XX. En el balance, debemos asumir 

que los pueblos indígenas, protagonistas principales de estos movimientos que definieron la fisonomía de la 

nación que hoy tenemos, aún siguen excluidos del Estado al que pertenecen y sus derechos, en muchos casos, 

denegados. Es tiempo ya, y ahora es el momento de que, como legisladores, con la alta responsabilidad que 

tenemos encomendada, corrijamos, de una vez por todas, esta situación, aportando lo que nos corresponde, 

desde la tarea legislativa. 

En mérito de lo expuesto, someto a consideración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se expide la Ley General de Desarrollo de los Pueblos Indígenas 

Artículo Único. Se expide la Ley General de Desarrollo de los Pueblos Indígenas para quedar como sigue: 

Ley General de Desarrollo de los Pueblos Indígenas. 

Capítulo Primero 

Disposiciones generales 

Artículo 1. La presente ley es de orden público, interés social y de observancia general en todo el territorio 

nacional, y tiene por objeto: 

I. Garantizar el ejercicio de los derechos los pueblos y comunidades indígenas en materia de desarrollo; 

II. Establecer principios y lineamientos generales a los que el Estado debe sujetarse para apoyar el desarrollo 

de los pueblos y comunidades indígenas; 

III. Promover la organización y participación de los pueblos y comunidades indígenas para el diseño de sus 

programas de desarrollo, estableciendo los lineamientos y procedimientos para ello; 

IV. Determinar las obligaciones de los tres órdenes de gobierno en materia de desarrollo de los pueblos y 

comunidades indígenas; 

V. Fomentar el sector social de la economía en los pueblos y comunidades indígenas; 

VI. Regular y garantizar la prestación de los bienes y servicios contenidos en los programas enfocados a 

pueblos y comunidades indígenas; 

VII. Establecer instancias de evaluación y seguimiento de los programas y acciones para el desarrollo de los 

pueblos y comunidades indígenas; 

Artículo 2. Por desarrollo indígena se entiende el proceso de mejoramiento integral y progresivo de las 

condiciones de vida de los pueblos y comunidades indígenas, que les garantice el acceso a los derechos sociales 

y colectivos. 



 

 
 

Artículo 3. Los planes y programas y para el desarrollo de los pueblos y comunidades indígenas se sujetarán a 

los siguientes principios: 

I. Autonomía. Forma específica en que se ejerce el derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación, 

el cual les permite establecer su condición política y proveer a su desarrollo económico, social y cultural; 

II. Buena fe. Disposición de las instituciones y dependencias de los tres órdenes de gobierno que participan 

en los planes y programas de desarrollo para hacer con la participación directa de los pueblos y comunidades 

indígenas; 

III. Corresponsabilidad. Responsabilidad compartida por los tres órdenes de gobierno y los pueblos y 

comunidades indígenas, de obligaciones para participar en el desarrollo indígena; 

IV. Desarrollo indígena. El proceso de mejoramiento integral y progresivo de las condiciones de vida de los 

pueblos y comunidades indígenas, que les garantice el acceso a los derechos sociales y colectivos 

reconocidos por en el sistema jurídico mexicano; 

V. Diversidad cultural. Reconocimiento de las diferentes culturas que los pueblos indígenas son portadores de 

culturas diferentes, que coexisten en la sociedad nacional y tienen impacto en el tipo de desarrollo a que 

aspiran; 

VI. Participación. Derecho de los pueblos y comunidades indígenas de planear, ejecutar y evaluar las 

políticas, programas y acciones para su desarrollo y el del país; 

VII. Equidad. Condiciones para que el en diseño de los planes y programas de desarrollo se incluya a los 

diversos sujetos de los pueblos y comunidades indígenas, de acuerdo con la orientación específica de los 

programas; 

VIII. Interculturalidad. Reconocimiento y respeto a las diferencias culturales, tratándolas en un plano de 

igualdad, combatiendo toda forma de discriminación, así como las desigualdades económicas y sociales; 

IX. Transparencia. Acceso de los pueblos y comunidades indígenas a la información en posesión de los 

Poderes de la Unión, los órganos constitucionales autónomos o con autonomía legal, y cualquier otra entidad 

federal, estatal o municipal, necesaria para planear y ejecutar sus planes y programas de desarrollo, de 

manera objetiva, oportuna, sistemática y veraz; 

X. Sustentabilidad. Preservación del equilibrio ecológico, protección del ambiente y aprovechamiento de 

recursos naturales, para mejorar la calidad de vida de los pueblos y comunidades indígenas, sin comprometer 

la satisfacción de las necesidades de las generaciones futuras. 

Capítulo Segundo 

Los sujetos del derecho al desarrollo 

Artículo 4. Los sujetos del desarrollo son los pueblos indígenas y las comunidades que los integran. El mismo 

derecho asiste a las comunidades de migrantes. 

Artículo 5. Son derechos de los sujetos del desarrollo los siguientes: 



 

 
 

I. Planear ejecutar y evaluar los programas de desarrollo, con base en sus propias necesidades y condiciones 

económicas, sociales y culturales 

II. Solicitar y recibir financiamiento y asesoría técnica, administrativa y contable para la elaboración y 

ejecución de sus planes y programas de desarrollo. 

III. Asociarse con otros pueblos y comunidades, lo mismo que con otros sectores sociales para planear y 

llevar a cabo su desarrollo, 

IV. Acceder a la información necesaria para la elaboración de sus propios programas de desarrollo o para 

incorporarse a los que de manera general elaboren los tres niveles de gobierno. Cuando así lo requieran dicha 

información deberá proporcionarles en su propia lengua; 

V. Presentar denuncias y quejas ante las instancias correspondientes por el incumplimiento de esta ley. 

Artículo 6. Los pueblos y comunidades indígenas gestionarán sus proyectos de desarrollo directamente o a 

través de los comités o consejos de desarrollo. 

Artículo 7. Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones señaladas en el artículo anterior, la Cámara de 

Diputados del Congreso de la Unión, las legislaturas de las entidades federativas y los ayuntamientos, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, establecerán las partidas específicas destinadas al cumplimiento de 

estas obligaciones en los presupuestos de egresos que aprueben, los cuales se ejercerán de acuerdo con lo 

dispuesto en esta ley. 

Capítulo Tercero 

De la organización y participación 

Artículo 8. Los pueblos y comunidades indígenas participarán en las etapas de planeación, ejecución, 

seguimiento y evaluación de sus programas de desarrollo a través de los comités y consejos de desarrollo 

indígena. 

Artículo 9. Los comités de desarrollo indígena serán nombrados por las comunidades indígenas con base en sus 

sistemas normativos. El número de sus integrantes y su denominación será decisión de cada comunidad 

indígena. 

Artículo 10. El acta de la reunión o asamblea de la comunidad en que fueron electos, será el documento 

probatorio de su nombramiento. 

Artículo 11. Son funciones de los comités de desarrollo indígena: 

I. Representar a sus comunidades ante el Consejo de Desarrollo y ante los órganos del Estado que tengan 

intervención en el desarrollo de los pueblos y comunidades indígenas; 

II. Presentar los programas de desarrollo de su comunidad ante el Consejo de Desarrollo y vigilar que se le dé 

el seguimiento correspondiente; 

III. Informar a la asamblea de su comunidad sobre las gestiones que realice, así como de los resultados; 

IV. Participar en las tareas de programación, seguimiento y evaluación de Consejo de Desarrollo; 



 

 
 

V. Rendir un informe anual a su comunidad de sus actividades; 

VI. Ejecutar obras directamente, cuando para ello no se requieran estudios técnicos específicos ni 

conocimientos especializados. 

Artículo 12. Los consejos de desarrollo indígena se integrarán con cuando menos cinco comités de desarrollo 

indígena. Las reglas de su funcionamiento y representación serán acordadas de manera autónoma por los 

mismos. El acta de la reunión o asamblea en que se constituyan y nombren a sus representantes, será el 

documento básico para acreditar su constitución y representación. 

Artículo 13. Los consejos de desarrollo indígena podrán ser municipales o regionales, según se integren por 

comités de comunidades que pertenezcan a un solo municipio, o serán regionales cuando se integren por 

comités de comunidades que formen parte de dos o más municipios. 

Artículo 14. Los Consejos podrán constituirse con los comités de las comunidades de un solo pueblo indígena o 

de dos o más pueblos. 

Artículo 15. Son funciones de los consejos de desarrollo indígena: 

I. Representar a las comunidades indígenas de los comités comunitarios que formen parte de él; 

II. Integrar los programas de desarrollo comunitario y con ellos integrar el Programa de Desarrollo Regional; 

III. Presentar el Plan de Desarrollo Regional a las instancias de gobierno que correspondan, para su 

evaluación y financiamiento; 

IV. Dar seguimiento a los programas de desarrollo comunitario que integren el Programa Regional de 

Desarrollo; 

V. Informar a los Comités comunitarios de desarrollo de las gestiones que realice para cumplir su 

encomienda, así como de sus resultados; 

VI. Participar en las tareas de programación, seguimiento y evaluación del Programa Regional de Desarrollo; 

VII. Rendir un informe anual de sus actividades a los comités comunitarios de desarrollo; 

VIII. Ejecutar obras directamente, cuando para ello no se requieran estudios técnicos específicos ni 

conocimientos especializados. 

Artículo 16. En las consultas a los pueblos y comunidades indígenas a que se refiere la Ley de Planeación y 

otros ordenamientos jurídicos, cuando la materia se vincule directamente con el desarrollo, deberá considerarse 

la participación de los Comités y Consejos de Desarrollo Indígena. 

Artículo 17. Las dependencias y entidades de la administración pública federal, estatal y municipal, de acuerdo 

a los alcances de los programas destinados a la atención de los pueblos y comunidades indígenas, acordarán con 

los comités o consejos de desarrollo indígena, la forma en que éstos participarán en su ejecución, seguimiento y 

evaluación. 



 

 
 

Artículo 18. Para los efectos del artículo anterior, se instituye una Junta Interinstitucional para la coordinación 

y concertación de acuerdos entre los representantes de los sujetos obligados a que se refiere el artículo 5o. de 

esta ley, con los consejos y comités de desarrollo indígena. 

La Junta Interinstitucional se constituirá y se reunirá en cada uno de los centros coordinadores de la Comisión 

Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas para atender a los consejos y comités del área de 

influencia del centro coordinador. 

En los casos en que no exista centro coordinador, o que el más próximo no sea accesible, la junta se constituirá 

en los distritos de desarrollo rural sustentable, previstos en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable o, en su 

defecto, en la presidencia municipal, o alcaldía de la Ciudad de México que resulte más accesible. 

Artículo 19. En la Junta Interinstitucional deberán participar, en el orden federal, por lo menos las 

dependencias y entidades integrantes de la Junta de Gobierno de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los 

Pueblos Indígenas; en el orden estatal, las dependencias y entidades homólogas o que guarden correspondencia 

por la materia, con las del orden federal, y en el orden municipal, el presidente municipal o el servidor público 

designado por éste. 

Artículo 20. La Junta Interinstitucional será convocada y presidida por el representante de la Secretaría de 

Desarrollo Social, o de la dependencia en quien recaiga la designación del Ejecutivo federal para la presidencia 

de la Junta de Gobierno de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas. 

Artículo 21. Son funciones de la Junta Interinstitucional: 

I. Informar a los Consejos y comités de desarrollo indígena, de los programas y acciones de desarrollo, de las 

dependencias y entidades que la integran. 

II. Recibir los programas y acciones de desarrollo propuestas por los consejos y los comités de desarrollo 

indígena. 

III. Concertar, previa discusión y análisis, con los representantes de los consejos y comités, las acciones 

fundamentales a incluirse en la planeación y programación gubernamentales, para el cumplimiento de los 

programas de desarrollo de las comunidades y de las regiones representadas por los comités y consejos, 

respectivamente. 

Capítulo Cuarto 

De la planeación 

Artículo 22. Los planes de desarrollo indígena de los gobiernos federal, estatales y municipales, tendrán como 

uno de sus objetivos principales, alcanzar el desarrollo de los pueblos y comunidades indígenas, atendiendo e lo 

dispuesto en los artículos 1 y 2 de esta ley. 

Artículo 23. Los planes a que se refiere el artículo anterior, tendrán como base las propuestas que los pueblos y 

comunidades indígenas formulen, atendiendo a sus propias necesidades. 

Artículo 24. Los programas de desarrollo que presenten los comités o consejos de desarrollo deberán ser de 

carácter comunitario y tener como finalidad satisfacer las necesidades económicas, sociales y culturales de los 

pueblos y comunidades indígenas interesados. Deberán, asimismo, impulsar el ejercicio de la autonomía y los 

derechos sociales y colectivos de los pueblos y comunidades indígenas. 



 

 
 

Artículo 25. Los gobiernos federales, de las entidades federativas, del Distrito Federal y de los municipios, 

deberán acordar con los pueblos y comunidades indígenas la forma de apoyar sus programas de desarrollo, 

especificando las dependencias y entidades públicas responsables de su ejecución y el presupuesto destinado a 

ello. 

Artículo 26. Los tres órdenes de gobierno darán prioridad a la atención de los programas de los pueblos y 

comunidades indígenas orientados a: 

I. El financiamiento de los programas productivos que se propongan rescatar los cultivos, técnicas, 

conocimientos propios del pueblo de que se trate o de la región en que habita. 

II. Los programas destinados a brindar servicios sociales que empleen a los miembros de los pueblos o 

comunidades indígenas beneficiarios del programa y fortalezcan las estructuras y prácticas comunitarias. 

III. Las obras destinadas para el uso común por los pueblos y comunidades indígenas, que consideren la 

aportación de trabajo comunitario de los beneficiarios y utilicen materiales de la región en su realización. 

Artículo 27. En caso de controversia derivada de la constitución o acreditación de los comités o consejos de 

desarrollo indígena, ésta será resuelta por la autoridad del pueblo o comunidad o, en su caso, por la autoridad 

competente. 

Capítulo Quinto 

De la programación 

Artículo 28. Las dependencias y entidades de la administración pública federal, estatales y municipales que 

tengan obligaciones o facultades para la atención de las necesidades de la población en materia de educación, 

salud, alimentación, seguridad social, vivienda, agua potable, saneamiento hidráulico, financiamiento y fomento 

productivo, deberán tomar como base los requerimientos señalados en los programas de desarrollo de los 

pueblos y comunidades indígenas, para el diseño de sus programas de atención a dichos pueblos y comunidades 

indígenas. 

Artículo 29. Para llevar a cobo las acciones a que hace referencia el artículo anterior, deberán incluir en sus 

propuestas de presupuesto de egresos, las erogaciones que permitan la atención de esos requerimientos. 

Artículo 30. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, las legislaturas de las entidades federativas y 

los ayuntamientos, en los presupuestos de egresos que les corresponda aprobar, darán un trato preferente a las 

propuestas de presupuesto de las dependencias y entidades respectivas, destinadas a apoyar los programas de 

desarrollo de los pueblos y comunidades indígenas. 

Artículo 31. Las erogaciones aprobadas para el desarrollo de los pueblos y comunidades indígenas en el 

Presupuesto de Egresos de la Federación, deberán de consignarse en un ramo general que se denominará 

“Erogaciones para el desarrollo de los pueblos indígenas”. En el caso de las erogaciones que se aprueben en las 

entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios, se integrarán en el mayor nivel de agregación 

previsto en sus respectivas legislaciones o normatividad aplicable en materia de presupuesto de egresos. 

Artículo 32. El ejercicio de los recursos del Ramo General a que se refiere el artículo anterior, por las 

dependencias y entidades de la administración pública federal, requerirá la autorización previa de la Junta de 

Gobierno de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas. 



 

 
 

Artículo 33. En el caso de cantidades federativas, la autorización corresponderá al organismo público 

especializado en la atención de los pueblos indígenas si lo hubiere y si no, la autoridad hacendaria respectiva 

autorizará con la opinión del representante de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 

y de los Consejos de Desarrollo de los Pueblos Indígenas de la Entidad. 

Artículo 34. En los municipios con población indígena, la autorización la extenderá el cabildo del ayuntamiento 

respectivo, con la participación del Consejo de Desarrollo Indígena correspondiente. 

Artículo 35. Los Comités de Desarrollo Comunitario y los Consejos de Desarrollo Indígena podrán convenir 

con las dependencias o entidades gubernamentales la realización directa de obras que, por la experiencia y 

conocimiento de la comunidad puedan llevar a cabo ellas mismas. En estos casos, para la comprobación del 

gasto ejercido ante la autoridad correspondiente no se exigirá más requisito que la evidencia de la obra 

realizada. 

Artículo 36. Cuando la magnitud de la obra propuesta requiera de estudios especializados o de presupuesto 

especial, se realizarán todos los trámites necesarios para su aprobación y de resultar viable, se programarán para 

el año siguiente. 

Capítulo Sexto 

Del seguimiento y evaluación 

Artículo 37. Con base en los informes de los planes, programas y presupuestos de egresos de los gobiernos 

federal, de las entidades federativas y municipales; los consejos y comités de desarrollo indígena, anualmente 

acordarán con las dependencias y entidades de la administración pública que corresponda, las modalidades, 

participación, presupuestos, metas y calendarios, conforme a los que se ejecutarán las acciones consideradas a 

favor del desarrollo de los pueblos y comunidades indígenas que representan. 

Artículo 38. Los presupuestos, metas y calendarios acordados, será la base para que los consejos y comités den 

seguimiento a las acciones a realizar por las dependencias y entidades que correspondan. En caso de detectar 

incumplimiento o desviación de los presupuestos, metas y calendarios, los consejos y comités, por escrito lo 

harán del conocimiento de la dependencia o entidad pública responsable, las cuales deberán de tomar las 

medidas necesarias para su corrección e informarán de ello a los consejos y comités. 

Artículo 39. Los consejos y comités de desarrollo indígena realizarán, cuando menos una vez al año, reuniones 

con sus representados para evaluar el cumplimiento de los objetivos de sus programas de desarrollo, el 

desempeño de quienes participan o participaron en la realización de sus programas, el uso y aplicación de los 

recursos que se aportaron y los impactos sociales, económicos y ambientales que han implicado las 

realizaciones de las acciones consideradas en los mismos. En estas reuniones, los representantes de las 

dependencias y entidades públicas que apoyaron esos programas, deberán de participar sí son requeridos. 

Artículo 40. Las dependencias y entidades públicas que participaron en los programas de desarrollo indígena, 

así como aquellas con funciones de evaluación de la gestión pública y la política social, apoyaran a los consejos 

y comités de desarrollo indígena, con asesoría e información, para la evaluación de sus programas de desarrollo. 

Artículo 41. Los consejos y comités de desarrollo indígena, podrán asesorarse por quien estimen conveniente, 

para realizar la evaluación de sus programas de desarrollo. 



 

 
 

Artículo 42. Las conclusiones de las evaluaciones serán remitidas a las dependencias y entidades de la 

administración pública corresponsables con los programas de desarrollo de los pueblos y comunidades 

indígenas, para en los casos de observaciones a su desempeño, se tomen las medidas conducentes. 

Capítulo Séptimo 

De las infracciones y sanciones 

Artículo 43. Toda autoridad, organización o persona, indígena o no, podrá presentar denuncia ante la autoridad 

competente sobre cualquier hecho, acto u omisión, que produzca o pueda producir daños al ejercicio de los 

derechos establecidos en esta ley o contravenga sus disposiciones y de los demás ordenamientos que regulen 

materias relacionadas con el desarrollo social. 

Artículo 44. La denuncia deberá presentarse ante el órgano de control de la dependencia o entidad competente 

y presentarse mediante escrito que contenga: 

I. El nombre, domicilio y demás datos que permitan la identificación del denunciante; 

II. Los actos, hechos u omisiones denunciados; 

III. Los datos que permitan identificar a la persona, física o moral, presuntamente infractora, y 

IV. Las pruebas que en su caso ofrezca el denunciante. 

Artículo 45. Si de las denuncias a las que se refiere el artículo anterior, o de cualquier otra investigación, 

resultara algún hecho presumiblemente delictuoso, se dará parte al Ministerio Público correspondiente para que 

se proceda como legalmente corresponda. Si las conductas constituyeran faltas administrativas, éstas se 

sancionarán conforme a lo dispuesto en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, o las 

de sus similares en los estados, según el caso. 

Transitorios 

Primero. Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. El Ejecutivo federal proveerá lo necesario para que, en un plazo no mayor de 180 días posteriores a la 

publicación de esta ley, se constituyan las juntas interinstitucionales y para facilitar la constitución y 

funcionamiento de los comités y consejos de desarrollo indígena, así como su participación regular en las juntas 

interinstitucionales. 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

Notas 

1 https://www.gob.mx/cdi/articulos/indicadores-socioeconomicos-de-los-pueblos-indigenas-de-mexico-2015-

116128?idiom=es  

2 https://www.coneval.org.mx/SalaPrensa/Comunicadosprensa/Documents/Comunicado-Dia-Pueblos-

Indigenas.pdf  

3 http://www.hchr.org.mx/images/doc_pub/2018-mexico-a-hrc-39-17-add2-sp.pdf  

https://www.gob.mx/cdi/articulos/indicadores-socioeconomicos-de-los-pueblos-indigenas-de-mexico-2015-116128?idiom=es
https://www.gob.mx/cdi/articulos/indicadores-socioeconomicos-de-los-pueblos-indigenas-de-mexico-2015-116128?idiom=es
https://www.coneval.org.mx/SalaPrensa/Comunicadosprensa/Documents/Comunicado-Dia-Pueblos-Indigenas.pdf
https://www.coneval.org.mx/SalaPrensa/Comunicadosprensa/Documents/Comunicado-Dia-Pueblos-Indigenas.pdf
http://www.hchr.org.mx/images/doc_pub/2018-mexico-a-hrc-39-17-add2-sp.pdf
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